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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE JALISCO POR EL QUE SE DA CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DICTADA POR EL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE JALISCO, RECAÍDA AL RECURSO DE APELACIÓN IDENTIFICADO CON EL NÚMERO DE EXPEDIENTE RAP-010/2020. 
Vistas las actuaciones para resolver la sobre la imposición de sanciones derivadas de las irregularidades encontradas en la revisión de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes  al periodo comprendido de enero 2019 dos mil diecinueve a junio 2020 dos mil veinte, presentado por la otrora Organización Ciudadana
 “HAGAMOS A.P.E.” actualmente Partido Político “HAGAMOS”, en cumplimiento a la resolución emitida por el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, dentro del Recurso de Apelación RAP-010/2020. 

R E S U L T A N D O:
1. Conclusión del procedimiento de revisión de los informes. Una vez concluidos los procedimientos de revisión a los informes mensuales, la Unidad de Fiscalización del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco
, se avocó a elaborar los dictámenes consolidados respecto de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes  al periodo comprendido de enero 2019 dos mil diecinueve a junio 2020 dos mil veinte, presentado por la otrora Organización Ciudadana
  “HAGAMOS A.P.E.” actualmente Partido Político “HAGAMOS”.
2. Elaboración del Dictamen Consolidado. Con fecha 10 diez de septiembre del año 2020 dos mil veinte, la Unidad de Fiscalización emitió los dictámenes consolidados identificados como UF-IMOC-02-2020 y UF-IMOC-04-2020, respecto del primer periodo comprendido del mes de enero 2019 dos mil diecinueve a enero 2020 dos mil vente y el segundo periodo comprendido del mes de enero a junio 2020 dos mil vente.
3. Proyecto de Resolución formulado por la Unidad de Fiscalización al Consejo General. El día 15 quince de septiembre del año 2020 dos mil veinte la Unidad de Fiscalización remitió al Consejo General junto con los Dictámenes Consolidados, el proyecto de resolución que propone la sanción a las irregularidades encontradas en la revisión de los informes, siendo aprobada esta última por el Consejo General de este Instituto Electoral el día 18 de septiembre del mismo año. 
4. Recurso de Apelación. Inconforme con la resolución referida, el día dos de Octubre del año 2020 dos mil veinte el Partido Político “HAGAMOS” impugnó la Resolución antes citada.
5. Resolución al recurso de apelación. El día 16 dieciséis de diciembre del año 2020 dos mil veinte, el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, emitió ejecutoria dentro del recurso de apelación RAP-010/2020, en la cual revocó la resolución del Consejo General d este Instituto, relativa a las presuntas irregularidades encontradas como resultado de la revisión de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes a sus actividades tendientes a la obtención del registro como partido político local presentado por la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS, A.P.E.”.
C O N S I D E R A N D O S:

1. Fundamento Legal. Que conforme a lo que disponen los artículos 41 base V, apartado C; y 116, base IV, inciso c), de la Constitución Política Mexicana, articulo 12, bases III y IV y 13 de la Constitución Política Local; artículos 4, párrafos 1 y 2, 91 numeral 2, 115 y 116, párrafo 1, 120; y 134 fracciones VIII, IX, XI, XIII, XXII, LVII, del Código Electoral, mediante el Procedimiento ante el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco para el Registro de Partidos Políticos Locales
; y sus correlativos artículos 1, 2, 10, 29, 30, 31 párrafo 5, 32 y 37 párrafo 6, del Reglamento General de Fiscalización
, así como también el artículo 29 del Reglamento Interior de este Instituto Electoral, articulo 195, párrafo 1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
; es facultad de este Consejo General conocer de las infracciones e imponer las sanciones administrativas correspondientes por violaciones  a los ordenamientos legales y reglamentarios derivadas de la revisión de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes a sus actividades tendientes a la obtención del registro como partido político local presentado por la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS, A.P.E.” correspondientes al periodo comprendido de enero dos mil diecinueve a junio dos mil veinte, siendo el responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral. 
Lo anterior de conformidad con lo establecido en el acuerdo que modifica el artículo 9, numeral 1, inciso f), fracción IX y se adiciona la fracción X del Reglamento de Fiscalización, aprobado el dieciséis de diciembre del dos mil quince, en sesión extraordinaria del Consejo General del Instituto Nacional Electoral mediante acuerdo INE/CG1047/2015, en cumplimento a lo ordenado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en el SUP-RAP-19/2016 identificado como INE/CG320/2016, de fecha 04 cuatro de mayo 2016, hace referencia a diversas modificaciones del Reglamento de Fiscalización aprobado el diecinueve de mayo de dos mil catorce, sin que el artículo Transitorio Primero del referido reglamento, fuera modificado en el citado acuerdo, y continua vigente, el mismo que a la letra establece:

Reglamento de Fiscalización

TRANSITORIOS
“Primero.- Los Organismos Públicos Locales establecerán procedimientos de fiscalización acordes a los que establece el reglamento, para los siguientes sujetos: agrupaciones políticas locales; Organizaciones de observadores en elecciones locales; y organizaciones de ciudadanos que pretendan obtener el registro como partido político local.”

Conclusión
1. Corresponde a los Organismos Públicos Locales la fiscalización de las organizaciones de ciudadanos que pretendan obtener su registro como partido político local de conformidad con lo establecido en el artículo 104, numeral 1, inciso r) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

2. Los Organismos Públicos Locales emitirán los lineamientos necesarios para ejercer las atribuciones en materia de fiscalización que les correspondan.

3. Serán los Organismos Públicos Locales los encargados de designar al personal necesario para realizar las funciones de fiscalización que les correspondan.

4. Los Organismos Públicos Locales, pueden solicitar se les proporcione asesoría por parte de alguna de las áreas de este Instituto.
2. Que con fecha del día 16 dieciséis de diciembre de 2020 dos mil veinte, el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco resolvió revocar la resolución del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco
 relativa a las presuntas irregularidades encontradas como resultado de la revisión de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes a sus actividades tendientes a la obtención del registro como partido político local presentado por la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS, A.P. E.” por el periodo comprendido de enero dos mil diecinueve a junio dos mil veinte. 

3. Que por lo anterior y en razón de los considerandos número 7.3. b; 8 y 9 de la Sentencia recaída al Recurso de Apelación identificado con la clave alfanumérica SG-RAP-010/2020, relativo al estudio de fondo y efectos, del Pleno del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, determinó lo que a continuación se señalan:

187 9. Efectos de la sentencia. En virtud de que el motivo de agravio identificado como TERCERO de la síntesis, analizado en el considerando 7.3.b de la presente sentencia resultó fundado; con apoyo en lo dispuesto por el párrafo 1 del artículo 608 del código electoral, lo procedente es revocar parcialmente la ““RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE JALISCO, RELATIVA A LAS PRESUNTAS IRREGULARIDADES ENCONTRADAS COMO RESULTADO DE LA REVISIÓN DE LOS INFORMES MENSUALES SOBRE EL MONTO, ORIGEN Y DESTINO DE LOS RECURSOS CORRESPONDIENTES A SUS ACTIVIDADES TENDIENTES A LA OBTENCIÓN DEL REGISTRO COMO PARTÍDO POLÍTICO LOCAL PRESENTADO POR “HAGAMOS, A.P.E.” POR EL PERIODO COMPRENDIDO DE ENERO DEL DOS MIL DIECINUEVE A JUNIO DOS MIL VEINTE”, de dieciocho de septiembre de dos mil veinte.

188 Para el efecto, de que el Consejo General del Instituto Electoral en un plazo de quince días hábiles a partir de que se le notifique la presente sentencia, emita una nueva resolución en la que fije e individualice las sanciones económicas relacionas a las cuatro infracciones electorales calificadas como GRAVES ORDINARIAS, cometidas por la Organización Ciudadana HAGAMOS A.P.E, tomando en consideración lo precisado en el considerando 7.3 de esta sentencia. 

189 Particularmente la autoridad responsable deberá:

A.   Fijar e individualizar las sanciones económicas relacionas a las cuatro infracciones electorales calificadas como GRAVES ORDINARIAS justificando su actuar, fundando y motivando debidamente, estableciendo para cada una de las faltas los motivos de hecho considerados, circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas relacionadas que lo llevan a determinar la sanción económica que decida imponer, apegándose al principio de congruencia y observando, en cualquier caso, el principio de non reformatio in peius. 46 

B. Una vez hecho lo anterior, el referido Consejo General deberá informar a este Tribunal Electoral dentro de las veinticuatro horas siguientes a su cumplimiento, anexando las copias certificadas de las constancias que así lo acrediten, con el apercibimiento que de no hacerlo se hará acreedor a alguna de las medidas de apremio previstas para tal efecto, lo anterior de conformidad a lo dispuesto por el artículo 561 del citado código electoral.
190 Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo, además, en lo establecido por los artículos 68 y 70 fracción VI, de la Constitución Política; 1, 2 y 12 fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Electoral; 502 párrafo 1, fracción II, 504 párrafo 3, 536 párrafo 1, fracciones I y X, 596 párrafo 2 y 604 del Código Electoral; y 4 y 6, fracción V del Reglamento Interno del Tribunal Electoral, todos del Estado de Jalisco, se resuelve conforme a los siguientes:

Asimismo, en los resolutivos segundo y tercero de la referida resolución se estableció:

SEGUNDO. Son infundados los motivos de agravio identificados como PRIMERO, SEGUNDO, y CUARTO, por tanto, quedaron firmes: la acreditación de las infracciones cometidas por la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS A.P.E.”, así como la calificación efectuada a las seis infracciones; y la sanción impuesta a dos de ellas, en los términos precisados en esta sentencia.
TERCERO. Se declara fundado el motivo de agravio identificado como TERCERO, relacionado con las cuatro infracciones calificadas como graves ordinarias, toda vez que la autoridad responsable en la fijación e individualización de las sanciones económicas, no estableció la motivación tomada en consideración para atemperar la imposición de las sanciones económicas, en los términos indicados en esta sentencia.
4. Que conforme al artículo 5 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, este Consejo General está obligado a acatar las resoluciones del Tribunal Electoral, en este caso la relativa al Recurso de Apelación identificado con el número RAP-010/2020, resolución que fue notificada a este Instituto Electoral el día 17 diecisiete de diciembre del año 2020 dos mil veinte. 
5. Que en tanto el Pleno del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco dejó intocadas las demás consideraciones que sustentan los Dictámenes Consolidados UF-IMOC-02-2020 y UF-IMOC-04-2020, y la Resolución que resuelve la fiscalización de la revisión de los informes mensuales sobre el monto, origen y destino de los recursos correspondientes a sus actividades tendientes a la obtención del registro como partido político local presentado por la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS, A.P.E.” correspondientes al periodo comprendido de enero dos mil diecinueve a junio dos mil veinte, este Consejo General únicamente se abocará al estudio y análisis de lo relativo a las modificaciones ordenadas por el órgano jurisdiccional, que se encuentran en los Dictámenes Consolidados y la respectiva Resolución.
Al efecto, para imposición de las sanciones económicas se motivara y fundamentara observando lo establecido por el artículo 4, párrafo 2 en el Código Electoral del Estado de Jalisco
, el Reglamento General de Fiscalización, la Ley General de Partidos Políticos
, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, el Reglamento de Fiscalización
, prevaleciendo el análisis a la luz de lo que establecen los artículos 14 y 16 de la Constitución Política los Estados Unidos Mexicanos
 y la Constitución Política del Estado de Jalisco
.
En consecuencia, derivado de la valoración realizada en cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Electoral, este Consejo General se avocara al análisis de las conclusiones sancionatorias descritas en los Dictámenes Consolidados  correspondientes y modifica la resolución relativa a las irregularidades encontradas en la parte conducente exclusivamente a los Considerandos 8 números 8.1, 8.2, 8.3 y 8.5; 9 Imposición de Sanción, y resolutivos SEGUNDO, TERCERO y CUARTO, emitida por este Consejo General, por lo que hace a la Otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS A.P.E.”, en los términos siguientes:
6.  Infracciones acreditadas en los Dictámenes Consolidados. 
UF-IMOC-02-2020.

a. Es de presumirse que la conducta desplegada por la Organización, que se desprende del capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1 del dictamen consolidado, consistente en que: OMITE realizar el pago de factura emitida a favor de la Organización, por la cantidad de $8,900.00 (ocho mil novecientos pesos), mediante cheque nominativo o a través de transferencia electrónica expedida a nombre del proveedor del servicio Administración de Hoteles Tapatíos, SA de CV; se ubicó en la hipótesis de infracción prevista por el artículo 455 párrafo 1, del Código Electoral, por incumplimiento a lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11 párrafo 2, en concordancia con el Reglamento General de Fiscalización en sus artículos 23 párrafo 1.
b. Es de presumirse que la conducta desplegada por la Organización, que se desprende del capítulo VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4, del dictamen consolidado, consistente en que:  la Organización reporta aportaciones de asociados en efectivo, por la cantidad de $10,000.00 (Diez mil pesos 00/100 MN), mismas que OMITE respaldar con el soporte documental correspondiente, por lo que no es posible identificar a los aportantes; se ubicó en la hipótesis de infracción prevista por el artículo 455, párrafo 1 del Código Electoral,  por incumplimiento a lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11 párrafo 2, en concordancia con el Reglamento General de Fiscalización en sus artículos 17 párrafo 1 y 19 párrafo 2.
c. Es de presumirse que la conducta desplegada por la Organización, que se desprende del capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del dictamen consolidado, consistente en que presenta recibo de aportaciones de afiliados y simpatizantes en efectivo,  por la cantidad de $3,000.00 (Tres mil pesos 00/100 MN) que OMITE registrar en su contabilidad, se ubicó en la hipótesis de infracción prevista por el artículo 455, párrafo 1 del Código Electoral,  por incumplimiento con la obligación señalada por la Ley General de Partidos en su artículo 11 párrafo 2, en concordancia en el artículo 27, párrafo 2, del Reglamento General de Fiscalización.
UF-IMOC-04-2020.
d. Es de presumirse que la conducta desplegada por la Organización, que se desprende del capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2 del dictamen consolidado, consistente en que OMITE presentar documentación comprobatoria relativa a egresos por la cantidad de $45,463.28 (cuarenta y cinco mil cuatrocientos sesenta y tres 28/100 MN), se ubicó en la hipótesis de infracción prevista por el artículo 455, párrafo 1 del Código Electoral, por incumplimiento con lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11 párrafo 2, en concordancia con lo que establece el artículo 28 párrafo 6 y 29, en su párrafo 3, en relación con el artículo 23, párrafo 2, del Reglamento de la materia.

7. Determinación de la Unidad de Medida y Actualización vigente para la imposición de sanciones. 

El veintisiete de enero de dos mil dieciséis, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se declararon reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo; en ese sentido, la determinación del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización corresponde al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). 
Cabe señalar que en el artículo tercero transitorio del decreto referido en el párrafo precedente establece:

“A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización.” 
En este contexto, la referencia a “salario mínimo general vigente en el Distrito Federal”, en las leyes generales y reglamentarias se entenderá como Unidad de Medida y Actualización; por lo que, en la presente Resolución en los supuestos que se actualice la imposición de sanciones económicas en días de salario a los sujetos obligados, se aplicará la Unidad de Medida y Actualización. 
Al respecto, se destaca que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación aprobó la Jurisprudencia que se cita a continuación:

Jurisprudencia 10/2018 MULTAS. DEBEN FIJARSE CON BASE EN LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN VIGENTE AL MOMENTO DE LA COMISIÓN DE LA INFRACCIÓN.- De la interpretación sistemática de los artículos 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, transitorios segundo y 33 tercero del Decreto por el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del mismo ordenamiento, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis; así como 44, párrafo primero, inciso aa), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, tomando en consideración el principio de legalidad que rige en los procedimientos sancionadores, se advierte que el Instituto Nacional Electoral, al imponer una multa, debe tomar en cuenta el valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente al momento de la comisión de la infracción, pues de esa manera se otorga seguridad jurídica respecto al monto de la sanción, ya que se parte de un valor predeterminado en la época de la comisión del ilícito.

Derivado de lo anterior, se advierte que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación determinó que el valor de la Unidad de Medida impuesto como sanción debe ser el vigente al momento de la comisión de la infracción, y no el que tiene esa Unidad de Medida al momento de emitirse la resolución sancionadora, en razón de que, de esa manera se otorga una mayor seguridad jurídica respecto al monto de la sanción, pues se parte de un valor predeterminado precisamente por la época de comisión del ilícito, y no del que podría variar según la fecha en que se resolviera el procedimiento correspondiente, en atención a razones de diversa índole, como pudieran ser inflacionarias.
En función de lo anterior es posible advertir que el periodo a fiscalizar concurre en los ejercicios dos mil diecinueve y dos mil veinte, respecto de las organizaciones de ciudadanos que presentaron su solicitud formal de registro político; resulta aplicable el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente a partir del 1º de febrero de 2019, por 84.49 (ochenta y cuatro pesos 49/100 M.N.) y a partir del 1 de febrero de 2020 es $86.88 (ochenta y seis pesos 88/100 M.N.).
8. Las condiciones socioeconómicas del infractor.
Ahora bien, esta autoridad no es omisa en considerar que para la individualización de sanciones debe valorar entre otras circunstancias que rodean la contravención de la norma administrativa, las condiciones del ente infractor, la intención y la capacidad socioeconómica de la otrora Organización Ciudadana; así como, la valoración del conjunto de bienes, derechos y cargas y obligaciones del sujeto infractor, susceptibles de estimación pecuniaria, al momento de individualizar la sanción, la autoridad fiscalizadora tomo en cuenta los ingresos reportados por la propia otrora Organización Ciudadana en el marco de la revisión de los informes de ingresos y gastos, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 223 bis, párrafo 3, del Reglamento de Fiscalización, en concordancia a lo señalado en los artículos 8, 12, 16, 17, 28 párrafo 6 del Reglamento General de Fiscalización, se interpreta que la autoridad electoral determinará la capacidad económica mediante la valoración de documentos con los que cuente y que fueron proporcionados por el sujeto obligado durante el procedimiento de fiscalización; así como de aquellos derivados de consultas realizadas a las autoridades financieras, bancarias y fiscales.

En este sentido, del análisis a los informes de capacidad económica que se encuentra obligado a presentar la otrora Organización Ciudadana, se advirtió que lo siguiente: 

	HAGAMOS, A.P.E.
	 $631,062.00 


En tal virtud, se considera que el ente infractor cuenta con la capacidad económica suficiente y sin que el hacer frente a las responsabilidades derivadas del presente le implique una merma que afecte su compromiso o ejercicio de sus facultades y atribuciones.
9. Imposición e individualización de las sanciones. 

De la revisión llevada a cabo a los Dictámenes referidos y de las conclusiones ahí reflejadas, se desprende que las irregularidades en que incurrió la otrora Organización Ciudadana son las siguientes:

a) En el capítulo VIII Conclusión de la Revisión de los informes, visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado UF-IMOC-02-2020 se estableció la siguiente conclusión sancionatoria, infractora del artículo 23 párrafos 1 y 4, del Reglamento General de Fiscalización, en concordancia con el artículo 455 párrafo 1 y su correlativo artículo 450 párrafo 1, fracción I,  del Código Electoral, por incumplimiento a lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11 párrafo 2: capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1.
	Referencia 
	Conclusión de la Revisión (Infracción)
	Monto 

Involucrado

	Capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1
	Omite realizar el pago de factura número 50823 expedida a favor de la Organización mediante cheque nominativo o a través de transferencia electrónica, emitida por el proveedor del servicio Administración de Hoteles Tapatíos, SA de CV, Julio 2019, que ampara servicios en salón por $8,900.00 (ocho mil novecientos pesos 00/100 m.n.), que se desprende del capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1 del dictamen Consolidado UF-IMOC-02-2020
	$8,900.00


De la falta descrita en el presente apartado, se desprende que se respetó la garantía de audiencia del sujeto obligado, contemplada en los artículos 11, numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos y 29 párrafos 1 y 2, 30 párrafos 1, 2 y 4, y 37 párrafos del 1 al 5, del Reglamento General de Fiscalización; toda vez que al advertirse la existencia de errores y omisiones técnicas, tal y como se desprende del cuerpo del Dictamen Consolidado, el cual forma parte de la motivación y fundamentación de la presente Resolución y que se detalla en cada observación, se hicieron del conocimiento del mismo mediante los oficios de errores y omisiones referidos en el análisis de cada conclusión, por los cuales la Unidad Técnica de Fiscalización notificó al sujeto obligado, para que presentara las aclaraciones o rectificaciones que estimara pertinentes, así como la documentación que subsanara las irregularidades detectadas; sin embargo, el sujeto obligado no solventó la observación formulada.

Individualización de la sanción
Acreditada la infracción del sujeto obligado en términos de la conclusión sancionatoria y la normatividad antes señalada, se procede a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en el caso se presenten. 
En consecuencia, se procederá a atender el régimen legal para la graduación de las sanciones en materia administrativa electoral de conformidad con el criterio sostenido por la Sala Superior dentro de la sentencia recaída al recurso de apelación identificado con el número de expediente SUP-RAP-05/2010 y recurso de apelación identificado con el número de expediente SG-RAP-276/2018 del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco.
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General procederá a calificar la falta determinando lo siguiente: 
a) Tipo de infracción (acción u omisión). 
b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron. 
c) Comisión intencional o culposa de la falta. 
d) La trascendencia de las normas transgredidas. 
e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 
f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 
g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación en la comisión de una infracción similar (Reincidencia). 
Una vez hecho lo anterior, se procederá a la imposición de la sanción considerando además que la misma no afecte sustancialmente el desarrollo de las actividades del sujeto obligado de tal manera que comprometa el cumplimiento de sus propósitos fundamentales o subsistencia, lo que ya fue desarrollado en el considerando denominado capacidad económica de la presente Resolución.
A). CALIFICACIÓN DE LA FALTA. Se calificó como GRAVE ORDINARIA y se declaró FIRME por el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, en el RAP-010/2020.
B) IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN. 

En este sentido, se procede a establecer la sanción que más se adecúe a las particularidades de la infracción cometida, a efecto de garantizar que se tomen en consideración las agravantes y atenuantes; y en consecuencia, se imponga una sanción proporcional a la falta cometida.
Con la finalidad de proceder a imponer la sanción que conforme a derecho corresponda, esta autoridad electoral debe valorar la capacidad económica del infractor, el monto a que ascienden las sanciones pecuniarias a que se haya hecho acreedor con motivo de la comisión de infracciones previas a la normativa electoral; los cuales llevan a estar autoridad a concluir que la organización de ciudadanos que se constituyó como Partido Político Local cuenta con capacidad económica suficiente para cumplimentar la sanción que en el presente caso se determine. 
Ahora bien, no sancionar conductas como la que ahora nos ocupa, supondría un desconocimiento, por parte de esta autoridad, a la Legislación Electoral aplicable en materia de fiscalización y financiamiento de los sujetos obligados, así como a los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, objetividad y transparencia que deben guiar su actividad. 
Así, del análisis realizado a la infracción cometida por el sujeto obligado, se desprende lo siguiente:
Observación: capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1
· Que la falta se calificó como GRAVE ORDINARIA, en razón de que la conducta infractora acreditada se tradujo en una vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la Legislación Electoral, aplicable en materia de fiscalización. 

· Que respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la conclusión objeto de análisis, estas fueron analizadas, en el cual se expuso el incumplimiento de la obligación que le impone la normativa electoral, durante los informes objeto de revisión. 

· Que con la actualización de la falta sustantiva, se acredita la vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la legislación aplicable en materia de fiscalización. 

· Que el sujeto obligado conocía los alcances de las disposiciones legales invocadas, así como los oficios de errores y omisiones emitidos por la autoridad y el plazo de revisión del informe correspondiente. 

· Que la organización de ciudadanos no es reincidente. 

· Que el monto involucrado en la conclusión sancionatoria asciende a $8,900.00 (Ocho mil novecientos pesos 00/100 M.N.),
· Que hay singularidad en la conducta cometida por el sujeto obligado. 
· En el caso, esta autoridad electoral no advierte afectación que le impida dar continuidad a sus actividades, pues además que ha quedado evidenciado el flujo de efectivo con que contó a efectos de desarrollar sus actos tendientes a la obtención del registro como partido político local. 

En este tenor, una vez que se ha individualizado la falta, se han analizado las circunstancias en que fue cometida, la capacidad económica del infractor y los elementos objetivos y subjetivos que concurrieron a su comisión, se procede a la elección de la sanción que corresponda de acuerdo con los supuestos contenidos en el catálogo previsto en el artículo prevista en el catálogo previsto en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Así pues, tomando en consideración las particularidades anteriormente analizadas, este Consejo General considera que la sanción prevista en el inciso b) del citado artículo, consistente en una multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización (antes días de salario mínimo vigente), es la idónea para cumplir una función preventiva general dirigida a los miembros de la sociedad en general, y fomentar que el sujeto obligado, se abstenga de incurrir en la misma falta en ocasiones futuras. 
En virtud de lo anterior, la sanción a imponerse al sujeto obligado es de índole económica, y equivale al 100% (cien por ciento) sobre el monto involucrado de la conclusión sancionatoria, a saber $8,900.00 (Ocho mil novecientos pesos 00/100 M.N.). Lo anterior, da como resultado una cantidad total de $8,900.00 (Ocho mil novecientos pesos 00/100 M.N.).
En consecuencia, este Consejo General concluye que la sanción que se debe imponer al sujeto obligado, es la prevista en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, consistente en una multa equivalente a 105 (ciento cinco) Unidades de Medida y Actualización vigentes para el dos mil diecinueve, equivalente a $8,871.45 (Ocho mil ochocientos setenta y un pesos 45/100 M.N.) 
Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, necesidad y a lo establecido en el artículo 459, párrafo 5 quinto y del Código Electoral y su correlativo 458, numeral 5 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
b) En el capítulo VIII Conclusión de la Revisión de los informes, visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado UF-IMOC-02-2020 se estableció la siguiente conclusión sancionatoria, infractora de los artículos 17, párrafo 1 y 19, párrafo 2, y 27 párrafo 2, del Reglamento General de Fiscalización, en concordancia con el artículo 455, párrafo 1 y su correlativo artículo 450 párrafo 1, fracción I, del Código Electoral, por incumplimiento a lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11, párrafo 2: Capítulo VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4, del dictamen consolidado.
	Referencia
	Conclusión de la Revisión (Infracción)

	Capítulo VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4, del dictamen consolidado
	La organización reporta aportaciones de asociados en efectivo, por la cantidad de $10,000.00 (diez mil pesos 00/100 m.n.) mismas que omite respaldar con el soporte documental correspondiente por lo que no es posible identificar a los aportantes de los meses de noviembre y diciembre 2019, que se desprende del capítulo VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4 del dictamen consolidado UF-IMOC-02-2020


De la falta descrita en el presente apartado, se desprende que se respetó la garantía de audiencia del sujeto obligado, contemplada en los artículos 11, numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos y 29 párrafos 1 y 2, 30 párrafos 1, 2 y 4, y 37 párrafos del 1 al 5, del Reglamento General de Fiscalización; toda vez que al advertirse la existencia de errores y omisiones técnicas, tal y como se desprende del cuerpo del Dictamen Consolidado, el cual forma parte de la motivación y fundamentación de la presente Resolución y que se detalla en cada observación, se hicieron del conocimiento del mismo mediante los oficios de errores y omisiones referidos en el análisis de cada conclusión, por los cuales la Unidad Técnica de Fiscalización notificó al sujeto obligado, para que presentara las aclaraciones o rectificaciones que estimara pertinentes, así como la documentación que subsanara las irregularidades detectadas; sin embargo, el sujeto obligado no solventó la observación formulada.

Individualización de la sanción

Acreditada la infracción del sujeto obligado en términos de la conclusión sancionatoria y la normatividad antes señalada, se procede a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en el caso se presenten. 

En consecuencia, se procederá a atender el régimen legal para la graduación de las sanciones en materia administrativa electoral de conformidad con el criterio sostenido por la Sala Superior dentro de la sentencia recaída al recurso de apelación identificado con el número de expediente SUP-RAP-05/2010 y recurso de apelación identificado con el número de expediente SG-RAP-276/2018 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General procederá a calificar la falta determinando lo siguiente: 

a) Tipo de infracción (acción u omisión). 

b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron. 

c) Comisión intencional o culposa de la falta. 

d) La trascendencia de las normas transgredidas. 

e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 

f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 

g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación en la comisión de una infracción similar (Reincidencia). 

Una vez hecho lo anterior, se procederá a la imposición de la sanción considerando además que la misma no afecte sustancialmente el desarrollo de las actividades del sujeto obligado de tal manera que comprometa el cumplimiento de sus propósitos fundamentales o subsistencia, lo que ya fue desarrollado en el considerando denominado capacidad económica de la presente Resolución.

A). CALIFICACIÓN DE LA FALTA. Se calificó como GRAVE ORDINARIA y se declaró FIRME por el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, en el RAP-010/2020.
B) IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN. 

En este sentido, se procede a establecer la sanción que más se adecúe a las particularidades de la infracción cometida, a efecto de garantizar que se tomen en consideración las agravantes y atenuantes; y en consecuencia, se imponga una sanción proporcional a la falta cometida.

Con la finalidad de proceder a imponer la sanción que conforme a derecho corresponda, esta autoridad electoral debe valorar la capacidad económica del infractor, el monto a que ascienden las sanciones pecuniarias a que se haya hecho acreedor con motivo de la comisión de infracciones previas a la normativa electoral; los cuales llevan a estar autoridad a concluir que la organización de ciudadanos que se constituyó como Partido Político Local cuenta con capacidad económica suficiente para cumplimentar la sanción que en el presente caso se determine. 

Ahora bien, no sancionar conductas como la que ahora nos ocupa, supondría un desconocimiento, por parte de esta autoridad, a la Legislación Electoral aplicable en materia de fiscalización y financiamiento de los sujetos obligados, así como a los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, objetividad y transparencia que deben guiar su actividad. 

Así, del análisis realizado a la infracción cometida por el sujeto obligado, se desprende lo siguiente:
Observación: VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4, del dictamen consolidado.
· Que la falta se calificó como GRAVE ORDINARIA, en razón de que la conducta infractora acreditada se tradujo en una vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la Legislación Electoral, aplicable en materia de fiscalización. 

· Que respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la conclusión objeto de análisis, estas fueron analizadas, en el cual se expuso el incumplimiento de la obligación que le impone la normativa electoral, durante los informes objeto de revisión. 

· Que con la actualización de la falta sustantiva, se acredita la vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la legislación aplicable en materia de fiscalización. 

· Que el sujeto obligado conocía los alcances de las disposiciones legales invocadas, así como los oficios de errores y omisiones emitidos por la autoridad y el plazo de revisión del informe correspondiente. 

· Que la organización de ciudadanos no es reincidente. 

· Que el monto involucrado en la conclusión sancionatoria asciende a $10,000.00 (diez mil pesos 00/100 m.n.),
· Que hay singularidad en la conducta cometida por el sujeto obligado. 
· En el caso, esta autoridad electoral no advierte afectación que le impida dar continuidad a sus actividades, pues además que ha quedado evidenciado el flujo de efectivo con que contó a efectos de desarrollar sus actos tendientes a la obtención del registro como partido político local. 
En este tenor, una vez que se ha individualizado la falta, se han analizado las circunstancias en que fue cometida, la capacidad económica del infractor y los elementos objetivos y subjetivos que concurrieron a su comisión, se procede a la elección de la sanción que corresponda de acuerdo con los supuestos contenidos en el catálogo previsto en el artículo prevista en el catálogo previsto en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Así pues, tomando en consideración las particularidades anteriormente analizadas, este Consejo General considera que la sanción prevista en el inciso b) del citado artículo, consistente en una multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización (antes días de salario mínimo vigente), es la idónea para cumplir una función preventiva general dirigida a los miembros de la sociedad en general, y fomentar que el sujeto obligado, se abstenga de incurrir en la misma falta en ocasiones futuras. 

En virtud de lo anterior, la sanción a imponerse al sujeto obligado es de índole económica, y equivale al 100% (cien por ciento) sobre el monto involucrado de la conclusión sancionatoria, a saber $10,000.00 (diez mil pesos 00/100 m.n.), Lo anterior, da como resultado una cantidad total de $10,000.00 (diez mil pesos 00/100 m.n.).
En consecuencia, este Consejo General concluye que la sanción que se debe imponer al sujeto obligado, es la prevista en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, consistente en una multa equivalente a 118 (ciento dieciocho) Unidades de Medida y Actualización vigentes para el dos mil diecinueve, equivalente a $9,969.82 (Nueve mil novecientos sesenta y nueve pesos 82/100 M.N.). 

Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, necesidad y a lo establecido en el artículo 459, párrafo 5 quinto y del Código Electoral y su correlativo 458, numeral 5 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
c) En el capítulo VIII Conclusión de la Revisión de los informes, visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado UF-IMOC-02-2020 se estableció la siguiente conclusión sancionatoria, infractora del artículo 27, párrafo 2, del Reglamento General de Fiscalización, en concordancia con el artículo 455, párrafo 1 y su correlativo artículo 450 párrafo 1, fracción I, del Código Electoral,  por incumplimiento con la obligación señalada por la Ley General de Partidos en su artículo 11, párrafo 2: Capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del dictamen consolidado.
	Referencia
	Conclusión de la Revisión (Infracción)

	C capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del dictamen consolidado.

	Omite registrar en su contabilidad recibo de aportaciones de afiliados y simpatizantes en efectivo, por la cantidad de $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.) del mes de agosto 2019, capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del Dictamen Consolidado UF-IMOC-02-2020  


De la falta descrita en el presente apartado, se desprende que se respetó la garantía de audiencia del sujeto obligado, contemplada en los artículos 11, numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos y 29 párrafos 1 y 2, 30 párrafos 1, 2 y 4, y 37 párrafos del 1 al 5, del Reglamento General de Fiscalización; toda vez que al advertirse la existencia de errores y omisiones técnicas, tal y como se desprende del cuerpo del Dictamen Consolidado, el cual forma parte de la motivación y fundamentación de la presente Resolución y que se detalla en cada observación, se hicieron del conocimiento del mismo mediante los oficios de errores y omisiones referidos en el análisis de cada conclusión, por los cuales la Unidad Técnica de Fiscalización notificó al sujeto obligado, para que presentara las aclaraciones o rectificaciones que estimara pertinentes, así como la documentación que subsanara las irregularidades detectadas; sin embargo, el sujeto obligado no solventó la observación formulada.

Individualización de la sanción

Acreditada la infracción del sujeto obligado en términos de la conclusión sancionatoria y la normatividad antes señalada, se procede a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en el caso se presenten. 

En consecuencia, se procederá a atender el régimen legal para la graduación de las sanciones en materia administrativa electoral de conformidad con el criterio sostenido por la Sala Superior dentro de la sentencia recaída al recurso de apelación identificado con el número de expediente SUP-RAP-05/2010 y recurso de apelación identificado con el número de expediente SG-RAP-276/2018 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General procederá a calificar la falta determinando lo siguiente: 

a) Tipo de infracción (acción u omisión). 

b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron. 

c) Comisión intencional o culposa de la falta. 

d) La trascendencia de las normas transgredidas. 

e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 

f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 

g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación en la comisión de una infracción similar (Reincidencia). 

Una vez hecho lo anterior, se procederá a la imposición de la sanción considerando además que la misma no afecte sustancialmente el desarrollo de las actividades del sujeto obligado de tal manera que comprometa el cumplimiento de sus propósitos fundamentales o subsistencia, lo que ya fue desarrollado en el considerando denominado capacidad económica de la presente Resolución.

A). CALIFICACIÓN DE LA FALTA. Se calificó como GRAVE ORDINARIA y se declaró FIRME por el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, en el RAP-010/2020.
B) IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN. 

En este sentido, se procede a establecer la sanción que más se adecúe a las particularidades de la infracción cometida, a efecto de garantizar que se tomen en consideración las agravantes y atenuantes; y en consecuencia, se imponga una sanción proporcional a la falta cometida.

Con la finalidad de proceder a imponer la sanción que conforme a derecho corresponda, esta autoridad electoral debe valorar la capacidad económica del infractor, el monto a que ascienden las sanciones pecuniarias a que se haya hecho acreedor con motivo de la comisión de infracciones previas a la normativa electoral; los cuales llevan a estar autoridad a concluir que la organización de ciudadanos que se constituyó como Partido Político Local cuenta con capacidad económica suficiente para cumplimentar la sanción que en el presente caso se determine. 

Ahora bien, no sancionar conductas como la que ahora nos ocupa, supondría un desconocimiento, por parte de esta autoridad, a la Legislación Electoral aplicable en materia de fiscalización y financiamiento de los sujetos obligados, así como a los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, objetividad y transparencia que deben guiar su actividad. 

Así, del análisis realizado a la infracción cometida por el sujeto obligado, se desprende lo siguiente:
Observación: VI, Capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del dictamen consolidado.

· Que la falta se calificó como GRAVE ORDINARIA, en razón de que la conducta infractora acreditada se tradujo en una vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la Legislación Electoral, aplicable en materia de fiscalización. 

· Que respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la conclusión objeto de análisis, estas fueron analizadas, en el cual se expuso el incumplimiento de la obligación que le impone la normativa electoral, durante los informes objeto de revisión. 

· Que con la actualización de la falta sustantiva, se acredita la vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la legislación aplicable en materia de fiscalización. 

· Que el sujeto obligado conocía los alcances de las disposiciones legales invocadas, así como los oficios de errores y omisiones emitidos por la autoridad y el plazo de revisión del informe correspondiente. 

· Que la organización de ciudadanos no es reincidente. 

· Que el monto involucrado en la conclusión sancionatoria asciende a $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.),
· Que hay singularidad en la conducta cometida por el sujeto obligado. 
· En el caso, esta autoridad electoral no advierte afectación que le impida dar continuidad a sus actividades, pues además que ha quedado evidenciado el flujo de efectivo con que contó a efectos de desarrollar sus actos tendientes a la obtención del registro como partido político local. 
En este tenor, una vez que se ha individualizado la falta, se han analizado las circunstancias en que fue cometida, la capacidad económica del infractor y los elementos objetivos y subjetivos que concurrieron a su comisión, se procede a la elección de la sanción que corresponda de acuerdo con los supuestos contenidos en el catálogo previsto en el artículo prevista en el catálogo previsto en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Así pues, tomando en consideración las particularidades anteriormente analizadas, este Consejo General considera que la sanción prevista en el inciso b) del citado artículo, consistente en una multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización (antes días de salario mínimo vigente), es la idónea para cumplir una función preventiva general dirigida a los miembros de la sociedad en general, y fomentar que el sujeto obligado, se abstenga de incurrir en la misma falta en ocasiones futuras. 

En virtud de lo anterior, la sanción a imponerse al sujeto obligado es de índole económica, y equivale al 100% (cien por ciento) sobre el monto involucrado de la conclusión sancionatoria, a saber $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.), Lo anterior, da como resultado una cantidad total de $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.).
En consecuencia, este Consejo General concluye que la sanción que se debe imponer al sujeto obligado, es la prevista en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, consistente en una multa equivalente a 35 (treinta y cinco) Unidades de Medida y Actualización vigentes para el dos mil diecinueve, equivalente a $2,957.15 (Dos mil novecientos cincuenta y siete pesos 15/100 M.N.). 

Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, necesidad y a lo establecido en el artículo 459, párrafo 5 quinto y del Código Electoral y su correlativo 458, numeral 5 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
d) En el capítulo VIII Conclusión de la Revisión de los informes, visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado UF-IMOC-04-2020 se estableció la siguiente conclusión sancionatoria, infractora de los artículos 28 párrafo 6 y 29, en su párrafo 3, en relación con el artículo 23, párrafo 2, del Reglamento General de Fiscalización, en concordancia con lo que establece el artículo 455, párrafo 1 y su correlativo artículo 450 párrafo 1, fracción I, del Código Electoral, por incumplimiento con lo que establece la Ley General de Partidos en su artículo 11, párrafo 2: capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2 del dictamen consolidado.
	Referencia
	Conclusión de la Revisión (Infracción)

	Capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2 del dictamen consolidado
	Omite presentar documentación comprobatoria relativa a egresos por la cantidad de $45,463.28 (cuarenta y cinco mil cuatrocientos sesenta y tres pesos 28/100 m.n.), de los meses de febrero, marzo y junio de 2020, hipótesis de infracción que se desprende del capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2, del Dictamen Consolidado UF-IMOC-04-2020


De la falta descrita en el presente apartado, se desprende que se respetó la garantía de audiencia del sujeto obligado, contemplada en los artículos 11, numeral 2 de la Ley General de Partidos Políticos y 29 párrafos 1 y 2, 30 párrafos 1, 2 y 4, y 37 párrafos del 1 al 5, del Reglamento General de Fiscalización; toda vez que al advertirse la existencia de errores y omisiones técnicas, tal y como se desprende del cuerpo del Dictamen Consolidado, el cual forma parte de la motivación y fundamentación de la presente Resolución y que se detalla en cada observación, se hicieron del conocimiento del mismo mediante los oficios de errores y omisiones referidos en el análisis de cada conclusión, por los cuales la Unidad Técnica de Fiscalización notificó al sujeto obligado, para que presentara las aclaraciones o rectificaciones que estimara pertinentes, así como la documentación que subsanara las irregularidades detectadas; sin embargo, el sujeto obligado no solventó la observación formulada.

Individualización de la sanción

Acreditada la infracción del sujeto obligado en términos de la conclusión sancionatoria y la normatividad antes señalada, se procede a la individualización de la sanción, atento a las particularidades que en el caso se presenten. 

En consecuencia, se procederá a atender el régimen legal para la graduación de las sanciones en materia administrativa electoral de conformidad con el criterio sostenido por la Sala Superior dentro de la sentencia recaída al recurso de apelación identificado con el número de expediente SUP-RAP-05/2010 y recurso de apelación identificado con el número de expediente SG-RAP-276/2018 del Tribunal Electoral del Estado de Jalisco.
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General procederá a calificar la falta determinando lo siguiente: 

a) Tipo de infracción (acción u omisión). 

b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizaron. 

c) Comisión intencional o culposa de la falta. 

d) La trascendencia de las normas transgredidas. 

e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 

f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 

g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación en la comisión de una infracción similar (Reincidencia). 

Una vez hecho lo anterior, se procederá a la imposición de la sanción considerando además que la misma no afecte sustancialmente el desarrollo de las actividades del sujeto obligado de tal manera que comprometa el cumplimiento de sus propósitos fundamentales o subsistencia, lo que ya fue desarrollado en el considerando denominado capacidad económica de la presente Resolución.

A). CALIFICACIÓN DE LA FALTA. Se calificó como GRAVE ORDINARIA y se declaró FIRME por el Tribunal Electoral del Estado de Jalisco, en el RAP-010/2020.
B) IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN. 

En este sentido, se procede a establecer la sanción que más se adecúe a las particularidades de la infracción cometida, a efecto de garantizar que se tomen en consideración las agravantes y atenuantes; y en consecuencia, se imponga una sanción proporcional a la falta cometida.

Con la finalidad de proceder a imponer la sanción que conforme a derecho corresponda, esta autoridad electoral debe valorar la capacidad económica del infractor, el monto a que ascienden las sanciones pecuniarias a que se haya hecho acreedor con motivo de la comisión de infracciones previas a la normativa electoral; los cuales llevan a estar autoridad a concluir que la organización de ciudadanos que se constituyó como Partido Político Local cuenta con capacidad económica suficiente para cumplimentar la sanción que en el presente caso se determine. 

Ahora bien, no sancionar conductas como la que ahora nos ocupa, supondría un desconocimiento, por parte de esta autoridad, a la Legislación Electoral aplicable en materia de fiscalización y financiamiento de los sujetos obligados, así como a los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, objetividad y transparencia que deben guiar su actividad. 

Así, del análisis realizado a la infracción cometida por el sujeto obligado, se desprende lo siguiente:
Observación: Capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2 del dictamen consolidado.
· Que la falta se calificó como GRAVE ORDINARIA, en razón de que la conducta infractora acreditada se tradujo en una vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la Legislación Electoral, aplicable en materia de fiscalización. 

· Que respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la conclusión objeto de análisis, estas fueron analizadas, en el cual se expuso el incumplimiento de la obligación que le impone la normativa electoral, durante los informes objeto de revisión. 

· Que con la actualización de la falta sustantiva, se acredita la vulneración a los valores y principios sustanciales protegidos por la legislación aplicable en materia de fiscalización. 

· Que el sujeto obligado conocía los alcances de las disposiciones legales invocadas, así como los oficios de errores y omisiones emitidos por la autoridad y el plazo de revisión del informe correspondiente. 

· Que la organización de ciudadanos no es reincidente. 

· Que el monto involucrado en la conclusión sancionatoria asciende a $45,463.28 (cuarenta y cinco mil cuatrocientos sesenta y tres pesos 28/100 m.n.),
· Que hay singularidad en la conducta cometida por el sujeto obligado. 
· En el caso, esta autoridad electoral no advierte afectación que le impida dar continuidad a sus actividades, pues además que ha quedado evidenciado el flujo de efectivo con que contó a efectos de desarrollar sus actos tendientes a la obtención del registro como partido político local. 
En este tenor, una vez que se ha individualizado la falta, se han analizado las circunstancias en que fue cometida, la capacidad económica del infractor y los elementos objetivos y subjetivos que concurrieron a su comisión, se procede a la elección de la sanción que corresponda de acuerdo con los supuestos contenidos en el catálogo previsto en el artículo prevista en el catálogo previsto en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Así pues, tomando en consideración las particularidades anteriormente analizadas, este Consejo General considera que la sanción prevista en el inciso b) del citado artículo, consistente en una multa de hasta cinco mil Unidades de Medida y Actualización (antes días de salario mínimo vigente), es la idónea para cumplir una función preventiva general dirigida a los miembros de la sociedad en general, y fomentar que el sujeto obligado, se abstenga de incurrir en la misma falta en ocasiones futuras. 

En virtud de lo anterior, y en aplicación del criterio principio non reformatio in peius, y en observancia del contenido de la resolución aprobada por el Pleno del Tribunal Electoral del estado de Jalisco, dentro del expediente RAP-010/2020, y el contenido del dictamen consolidado, así como de la resolución primigenia de este organismo electoral, es que a efecto de no causar un perjuicio a la otrora agrupación política, con la imposición de una sanción mayor, es que se determina que al individualizarse la conducta sancionada, la sanción correspondiente, debe ser aquella impuesta en un primer momento por $21,895.20 (veintiún mil ochocientos noventa y cinco pesos 20/100 moneda nacional), ya que de establecer la pena con base en el monto involucrado en la irregularidad, llevaría a violentar el principio de “no reformar a peor”, en agravio del sujeto fiscalizado, al ser un monto mayor a la multa impuesta de forma inicial.
En ese orden de ideas, la sanción a imponerse al sujeto obligado es de índole económica, y equivale a saber $21,895.20 (veintiún mil ochocientos noventa y cinco pesos 20/100 moneda nacional).
En consecuencia, este Consejo General concluye que la sanción que se debe imponer al sujeto obligado, es la prevista en el artículo 458, párrafo 1, fracción VI, inciso b) del Código Electoral del Estado y su correlativo 456, párrafo 1, inciso h), fracción II, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, consistente en una multa equivalente a 252 (doscientas cincuenta y dos) Unidades de Medida y Actualización vigentes para el dos mil veinte, equivalente a $21,893.76 (Veintiún mil ochocientos noventa y tres mil pesos 76/100 M.N.) 

Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, necesidad y a lo establecido en el artículo 459, párrafo 5 quinto y del Código Electoral y su correlativo 458, numeral 5 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, privilegiando el principio non reformatio in peius. 
10.- En resumen las sanciones impuestas y que corresponden al monto involucrado en las irregularidades decretadas son: 

· Respecto de la conducta desplegada por la Organización, correspondiente al capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.1 del dictamen consolidado, la sanción corresponde a la cantidad de $8,900.00 (ocho mil novecientos pesos 00/100 MN); 

· Respecto de la conducta desplegada por la Organización, correspondiente al capítulo VI, Apartado C), número 2, puntos 2.3 y 2.4, del dictamen consolidado, la sanción corresponde a la cantidad de $10,000.00 (Diez mil pesos 00/100 MN); 

· Respecto de la conducta desplegada por la Organización, correspondiente al capítulo VI, Apartado C), número 2, punto 2.2 del dictamen consolidado, la sanción corresponde a la cantidad de $3,000.00 (Tres mil pesos 00/100 MN); 
· Respecto de la conducta desplegada por la Organización, correspondiente al capítulo VI, Apartado b), número 1, PUNTO 1.1, del Apartado D), número 1, puntos 1.1 y 1.2 del dictamen consolidado, la sanción correspondiente a la cantidad de $21,893.76 (Veintiún mil ochocientos noventa y tres mil pesos 76/100 M.N.).
Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, necesidad y a lo establecido en el artículo 459, párrafo 5 quinto y del Código Electoral y su correlativo artículo 458, párrafo 5 quinto de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, además se apega al principio non reformatio in peius. 
R E S U E L V E
PRIMERO.- Que de conformidad a los razonamientos, consideraciones y fundamentos expuestos en los Considerandos 8 y 9 de la presente Resolución, se impone a la otrora Organización Ciudadana “HAGAMOS A.P.E.”, las sanciones desglosadas en estos considerandos. 

SEGUNDO.- Infórmese al Tribunal Electoral del Estado de Jalisco dentro de las veinticuatro horas siguientes a la aprobación de la presente Resolución, sobre el cumplimiento dado a la sentencia emitida en el expediente RAP-010/2020. 
TERCERO.- Se le requiera al ahora partido político estatal “HAGAMOS”, para que realice el pago de sanciones impuestas conforme a lo estipulado en los artículo 32.3 del Reglamento General de Fiscalización, articulo 459, párrafo 7 y 8 del Código Electoral, artículo 458 párrafo 7 y 8 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
CUARTO. Notifíquese al ahora partido político estatal “HAGAMOS”.

QUINTO.- Publíquese la presente resolución en el portal oficial de internet de este Instituto Electoral.

SEXTO.- En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto concluido. 

Guadalajara, Jalisco; a once de enero de dos mil veintiuno. 

GUILLERMO AMADO ALCARAZ CROSS.

CONSEJERO PRESIDENTE.

MANUEL ALEJANDRO MURILLO GUTIERREZ
SECRETARIO EJECUTIVO.

MCGC/MRGH

El suscrito secretario ejecutivo del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, con fundamento en lo establecido por los artículos 143, párrafo 2, fracción XXX del Código Electoral del Estado de Jalisco; 10, párrafo 1, fracción V y 45, párrafo 5 del Reglamento de Sesiones del Consejo General de este organismo, hago constar que la presente resolución fue aprobada en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el once de enero de dos mil veintiuno, por votación unánime de las y los consejeros electorales Silvia Guadalupe Bustos Vásquez, Zoad Jeanine García González, Miguel Godínez Terríquez, Moisés Pérez Vega, Brenda Judith Serafín Morfín, Claudia Alejandra Vargas Bautista y del consejero presidente Guillermo Amado Alcaraz Cross. Doy fe.

Manuel Alejandro Murillo Gutiérrez
Secretario ejecutivo
� “HAGAMOS, A.P.E.” en lo sucesivo será referido como la otrora Organización Ciudadana.


� El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco en lo sucesivo será referido como Instituto Electoral.


� “HAGAMOS, A.P.E.” en lo sucesivo será referido como la otrora Organización Ciudadana.


� Aprobado en sesión extraordinaria de fecha 7 siete de septiembre de 2016, mediante acuerdo INE/CG660/2016.


� Reglamento General de Fiscalización, en lo sucesivo se referirá de la misma manera.


� Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en lo sucesivo será referido de la misma manera.


� Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Jalisco, en lo sucesivo será referido como Consejo General o Autoridad Electoral.


� Código Electoral del Estado de Jalisco, en lo sucesivo será referido como Código Electoral.


� Ley General de Partidos Políticos, en lo sucesivo será referida de la misma forma.


� Reglamento de Fiscalización, en lo sucesivo será referido de la misma forma.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo sucesivo será referida como Carta Magna, Constitución Política o Constitución.


� Constitución  Política del Estado de Jalisco, en lo sucesivo será referida como Constitución  Política Local.
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